Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al tercer punto del orden del día “Gobiernos 
Departamentales”, que figura en la Carpeta 513/2006, Distribuido N*887/2006. 


En una sesión anterior de la Comisión había adelantado que este proyecto de ley hacía 
referencia a un plazo ya vencido, pues extiende el plazo otorgado por la Ley N* 17.922 hasta el 31 de 
julio de 2006. El proyecto había sido aprobado en la Cámara de Representantes, pero no tuvo sanción 
en el Senado, y ahora carecería de sentido que aprobáramos un proyecto de ley ampliando un plazo 
hasta una fecha ya pasada. En consecuencia, salvo que se quiera extender aún más el plazo y 
devolverlo con esa modificación a la Cámara de Representantes, correspondería disponer el archivo 
del proyecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- De todas maneras, el texto le está agregando a la ley la posibilidad de que, 
en eventos extraordinarios y con carácter excepcional, se puedan extender los derechos y obligaciones 
establecidos en la norma, previa solicitud ante el Poder Ejecutivo, y tiene como fin que los Gobiernos 
Departamentales puedan ingresar a un predio y hacer una limpieza para evitar incendios, etcétera. Esa 
sería la modificación, más allá del tema del plazo. Es por esa razón que este proyecto de ley fue 
votado en la Cámara de Representantes. Entonces, podemos modificar el plazo, pero sigue vigente el 
segundo artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 2? dice: “Agréguese a la Ley N* 17.922, de 25 de noviembre de 2005, 
el siguiente texto: ”, pero nadie sabe dónde va. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se considera necesario modificar el texto de la ley original, quizás 
corresponda aprobar una nueva iniciativa, porque ésta ya tiene suficientes defectos. 


SEÑOR MICHELINI.- Es un tema sumamente discutido porque se está hablando de entrar en la 
propiedad privada, por lo que hay que tener mucho cuidado. Además, se hace mención a entrar en la 
propiedad privada cuando el dueño no está. A veces, se dijo que tuvieron que limpiar y, por ejemplo, los 
árboles desaparecieron. También es cierto que aunque se entraba a la propiedad, había una serie de 
controles; si no me equivoco, había autorización de la Justicia. Esto se debe a que en el caso de que 
se produzca un incendio, los daños no afectan solamente al predio incendiado, sino a los de alrededor. 
Pienso que tendría que haber algún mecanismo por el cual, frente a una situación en la que se dan 
todas las condiciones para que se produzca un incendio, la policía -con autorización del Juez-, los 
bomberos y la Intendencia estén habilitados para armar un expediente y presentarlo al Juez. Sería 
lógico tener un ordenamiento jurídico que permita un combate preventivo del fuego. En ese sentido, 
podría realizarse un expediente con varias fotografías previas a la limpieza del lugar. Es decir, una 
acción rápida, pero que dé garantías; no puede ser que los bomberos puedan entrar recién después de 
que se produzca el incendio; no tenemos normas de prevención que sabemos que son más rápidas. Si 
el dueño no estuviera identificado, por ejemplo, habría que obligar a las Intendencias a que identifiquen 
a los dueños o a las sociedades propietarias de esos terrenos. Reitero que habría que encontrar un 
mecanismo que permitiera prever una situación de incendio. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta es una situación excepcional y se produjo como consecuencia de un 
desastre climático. Lo cierto es que estos días hemos leído en la prensa casos de niños mordidos por 
ratas como consecuencia de inmuebles abandonados que son verdaderos criaderos de ratas. Hace 
veinte días hubo una alarma pública nacional por el caso del dengue autóctono. En nuestra experiencia 
en el Gobierno Departamental, nos hemos chocado con dificultades que no sólo guardan relación con 
los incendios y ese tipo de peligro, sino con pestes, epidemias y focos infecciosos. Repito que esto se 
produce en predios o inmuebles construidos y abandonados. 


La semana pasada votamos una norma bastante excepcional en caso de ocupaciones 
arbitrarias de inmuebles y se señaló, como agravante, que eran en zonas balnearias; debo hacer notar 
que ello dio lugar a polémica. 


Entonces, podríamos pensar en una norma que no sólo refiera a la situación derivada del 
peligro de incendio, sino también a lugares que son focos infecciosos -desarmaderos, predios privados 
con cantidad de cubiertas o los propios autos abandonados en la vía pública-, sin necesidad de recurrir 
a un largo procedimiento. Concretamente, para esos casos sería prudente habilitar el ingreso de las 
autoridades municipales con ciertas garantías para los propietarios. Reitero, me parece que esta 


iniciativa no debería agotarse en una situación excepcional de catástrofe, sino que debería contemplar, 
también, hechos normales que se suscitan en la vida diaria y que representan una enorme dificultad 
para los gobiernos departamentales y para los propios vecinos. Pensemos en los inmuebles 
abandonados, que son verdaderos criaderos de ratas, arañas, murciélagos, etcétera. 


En definitiva, se me ocurre que podríamos pensar en legislar con un criterio más amplio, 
atendiendo otro tipo de situaciones que son tan graves como ésta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el informe que la Comisión eleva a la Cámara de Representantes se habla 
de una iniciativa, con un artículo único del Poder Ejecutivo, estableciendo la prórroga del plazo de la 
Ley N* 17.922. Luego, la propia Comisión Especial de Asuntos Municipales y Descentralización 
aprueba un proyecto de ley, con un artículo único, extendiendo el plazo. Por lo tanto -¡gualmente 
habría que conseguir los antecedentes-, parecería que el artículo 2% se incluyó durante la discusión en 
Sala, ya que no formaba parte del espíritu original. Incluso, la Comisión se atribuye la autoría de la Ley 
N* 17.922. 


En consecuencia, si hay acuerdo, dejaríamos en suspenso este proyecto de ley, 
estudiaríamos una nueva iniciativa -que recogería los aportes realizados- a la que, oportunamente, se 
le daría el trámite parlamentario correspondiente. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que aquí tenemos dos líneas distintas de reflexión. Una, refiere a las 
situaciones de urgencia, de fuerza mayor, y otra a lo planteado por el señor Senador Moreira. En un 
caso, se trata de trabajar en un ángulo más de rango preventivo y constituye una forma de ver el 
accionar de los gobiernos departamentales. En el otro, en cuanto a la manera de actuar frente a 
situaciones de fuerza mayor, me gustaría analizar la legislación nacional -concretamente la de la 
Dirección Nacional de Bomberos-, porque sospecho que debe haber antecedentes bastante 
interesantes para poder hacer legislación comparada al respecto. 


En resumen, estoy proponiendo una línea de trabajo que consiste en pensar en un escenario 
donde hay que tomar cierto nivel de prevención y otro en el cual el imprevisto sobreviene y no hay 
manera de solucionarlo. Sin duda, se trata de dos situaciones totalmente distintas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que deberíamos ponernos de acuerdo con el objetivo de la modificación. 
Una cosa es ver cómo extendemos las competencias de los gobiernos departamentales en un caso 
concreto grave y urgente, de catástrofe, y otra es la posibilidad de atender determinadas situaciones 
más permanentes que, incluso, podrían estar incluidas en la adeudada nueva ley orgánica municipal. 
Tengamos en cuenta que hay ciertos aspectos que son de típica competencia de los gobiernos 
departamentales. Pero pienso que son como dos cosas distintas porque esto está encarado para los 
casos puntuales de emergencia. Me parece que habría que ver esas dos características. Creo que lo 
otro, más bien, es de discusión de las competencias de los gobiernos departamentales en 
determinadas circunstancias. Y habría que ver si coliden o no con otros intereses o competencias de 
diferentes organismos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, encomendamos a la señora Senadora Percovich y al señor 
Senador Moreira que estudien los antecedentes y, por supuesto, dispondríamos el archivo de este 
expediente ya que no tiene sentido que lo sigamos manteniendo en el orden del día de la Comisión. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


